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Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, el 
Juez Flores García y el Juez Sánchez Ramos.   
 

Sánchez Ramos, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 11 de agosto de 2016. 

 Varias personas que trabajaban como guardias de seguridad 

en un centro comercial de Ponce (“Plaza Caribe” o “Plaza”) 

reclaman que fueron despedidos por su patrono cuando Plaza 

Caribe optó por contratar otra compañía de seguridad que 

sustituyera al referido patrono.  El Tribunal de Primera Instancia 

(“TPI”) denegó, por la vía sumaria, la reclamación; concluimos, 

como se explicará en detalle a continuación, que actuó 

correctamente el TPI, pues el récord demostró que no hay 

controversia sobre el hecho de que los querellantes no fueron 

despedidos, sino que renunciaron voluntariamente con el fin de 



 
 

 
KLAN201600740 
 

 

2 

solicitar y obtener, como lo hicieron, trabajo con la nueva 

compañía de seguridad contratada por Plaza Caribe. 

I.  

Veintidós personas instaron las acciones de referencia (los 

“Querellantes” o “Empleados”) ante el TPI, Sala Ponce, contra 

Ranger American of Puerto Rico, Inc. (“Ranger”, el “Querellado”, 

“Apelado” o “Patrono”), sobre despido injustificado bajo el 

procedimiento sumario que provee la Ley 2 de 17 de octubre de 

1961, según enmendada, 32 LPRA sec. 3118 et. seq.  Alegaron que 

laboraban como guardias de seguridad para Ranger y que habían 

sido asignados a ocupar puestos de seguridad en Plaza a raíz de 

un contrato de servicios entre Ranger y Plaza (el “Contrato”).  

Plantearon que Ranger los despidió sin razón justificada en ley, por 

lo que eran acreedores de la compensación (mesada) que dispone 

el Art. 1 de la Ley 80 del 30 de mayo de 1976 (Ley 80), según 

enmendada, 29 LPRA § 185 et seq.  Específicamente, alegaron que 

no se les hizo ningún ofrecimiento de ser reubicados en otros 

puestos de servicio una vez finalizado el Contrato.  Además, 

sostenían que Ranger les requirió la entrega de sus uniformes y 

placas, que les proporcionaron cartas pre impresas de la empresa 

para que plasmaran su renuncia al trabajo, y que se les condicionó 

el pago de los salarios devengados de estos hasta tanto cumplieran 

con lo solicitado. 

Por su parte, Ranger alegó afirmativamente que no despidió 

a los Querellantes.  Planteó además, que antes de finalizar el 

Contrato, les ofreció a los Querellantes, de forma oral, 

relocalizarlos en otros puestos de seguridad y que estos declinaron 

la oferta.  Sostuvo que, al próximo día de finalizado el Contrato, ya 

los Querellantes estaban empleados por la nueva compañía de 

seguridad que sustituyó a Ranger.  Ante estos hechos, alega que 
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no se constituyó un despido y tampoco se configuraron las 

situaciones que contempla el Art. 5 de la Ley Núm. 80, supra.  

Así, luego de varios trámites procesales y concluido el 

descubrimiento de prueba, Ranger presentó una Moción para que 

se denegara sumariamente las acciones de los Querellantes.  Por 

su parte, los Querellantes presentaron su Oposición, en la cual 

alegaron que existe controversia sobre hechos esenciales.  

Luego de considerar ambos escritos, el TPI concluyó, 

mediante sentencia notificada el 20 de mayo de 2016 (la 

“Sentencia”), que Ranger estableció fehacientemente que no existía 

controversia real y sustancial en cuanto a ningún hecho esencial 

pertinente y, así, desestimó en su totalidad las causas de acción 

por despido injustificado. 

Inconformes, los Querellantes presentaron la apelación de 

referencia; plantean que:  

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DESESTIMAR SUMARIAMENTE LA RECLAMACIÓN DE 
LOS QUERELLANTES, CUANDO SE TRATA ESTA CAUSA 
DE UNA RECLAMACIÓN LABORAL HABIENDO 
CONTROVERSIA EN LOS HECHOS, ELEMENTOS DE 
INTENCIÓN Y CREDIBILIDAD, Y SE HA RESUELTO POR 
EL TRIBUNAL SUPREMO QUE LAS RECLAMACIONES 
LABORALES NO DEBEN DE ORDINARIO RESOLVERSE 
POR MECANISMO DE SENTENCIA SUMARIA. 

 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA COMO 
CUESTIÓN DE HECHO Y DE DERECHO AL DETERMINAR 
QUE LA LEY 80 NO ES DE APLICACIÓN AL CASO DE 
MARRAS. 
 

Luego de un estudio de la totalidad del expediente, y contando con 

las comparecencias de las partes, resolvemos. 

II.  

A. Ley Núm. 80 

La Ley 80, conocida como la Ley de Indemnización por 

Despido Injustificado, supra, provee un remedio para empleados, 

contratados por tiempo indeterminado, que sean despedidos sin 

justa causa. López Fantauzzi v. 100% Natural, 181 DPR 92, 107 

(2011); Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364, 375 (2001).  
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Éstos podrán reclamar a su patrono, además del sueldo 

devengado, una indemnización que será calculada usando la 

fórmula dispuesta en la Ley. 29 LPRA sec. 185a.  El propósito de 

dicha indemnización, conocida comúnmente como la mesada, es 

proveer una ayuda económica al empleado despedido, para que 

pueda cubrir sus necesidades básicas durante la etapa de 

búsqueda de un nuevo empleo. Díaz v. Wyndham Hotel Corp, 

supra. 

Es norma conocida que la legislación laboral debe 

interpretarse liberalmente a favor del empleado y la exclusión de 

un empleado de los beneficios de la misma debe constar 

expresamente en el texto de la Ley.  Romero et als. v. Cabrer Roig et 

als., 191 DPR 643 (2014).  Así pues, la Ley 80 aplica a: (i) todo 

empleado de comercio, industria o cualquier otro negocio o sitio de 

empleo; (ii) que trabaje mediante remuneración de alguna clase; 

(iii) contratado sin tiempo determinado; (iv) y que haya sido 

despedido de su cargo sin justa causa. 29 LPRA sec. 185a; Romero 

et als. v. Cabrer Roig et als., supra.  

Por otro lado, la Ley 80, en la sección 185k, establece una 

presunción de que el despido fue injustificado, por lo cual recaerá 

sobre el patrono demostrar, por preponderancia de la prueba, que 

el despido fue justificado. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, 

pág. 378.  Ahora bien, esta presunción no opera de forma 

automática.  Para activar esa presunción, el trabajador debe 

demostrar los siguientes hechos básicos: (1) que era un empleado 

de comercio, industria o cualquier otro negocio o sitio de empleo; 

(2) que trabajaba mediante remuneración alguna; (3) que fue 

contratado sin tiempo determinado, y (4) que fue despedido. Rivera 

Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 D.P.R. 894, 907 (2011).  Por 

lo tanto, para que un empleado pueda beneficiarse de la 

presunción de que su despido fue injustificado, tiene que presentar 
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prueba demostrativa de que, en efecto, lo despidieron.  Una vez el 

empleado pruebe los hechos básicos que sustentan una 

presunción de despido injustificado, logra invertir el peso de la 

prueba sobre el patrono demandado, quien sólo puede derrotarla 

por prueba amplia y vigorosa. Rivera Figueroa v. The Fuller Brush 

Co., supra, a la pág. 912.    

B. Sentencia Sumaria 

La sentencia sumaria es un mecanismo cuya finalidad es 

“propiciar la solución justa, rápida y económica de litigios civiles 

que no contengan controversias genuinas de hechos materiales”.  

Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y Otros, 2015 TSPR 70, 193 

DPR ____ (2015), res. el 27 de junio de 2016.; SLG Zapata v. J.F 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013).  Dicho mecanismo procesal se 

rige por la Regla 36 de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 

32 L.P.R.A. Ap. V (2010) y la jurisprudencia que la interpreta.  En 

particular, la Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil de 2009, supra, 

dispone que procede dictar sentencia sumaria si las alegaciones, 

deposiciones, contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas y alguna otra 

evidencia si las hubiere, acreditan la inexistencia de una 

controversia real y sustancial respecto a algún hecho esencial y 

pertinente y, además, si el derecho aplicable así lo justifica.  Así, se 

permite disponer de asuntos pendientes ante el foro judicial sin 

necesidad de celebrar un juicio, ya que únicamente resta aplicar el 

derecho a los hechos no controvertidos.  Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc. y Otros, supra; SLG Zapata v. J.F Montalvo, supra.  De 

ahí que nuestro Tribunal Supremo ha sido consistente en 

establecer que aunque este mecanismo procesal es catalogado 

como “extraordinario”, ello no lo excluye de aplicación en 

determinado tipo de litigio. Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y 

Otros, supra; Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 220 (2010). 
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En relación al uso de este mecanismo en los casos laborales, 

en Jusino et als. v. Walgreens, 155 D.P.R. 560, 578 (2001), el 

Tribunal Supremo dispuso de una reclamación por despido 

injustificado por la vía sumaria.  Unos años después, en el 2005, el 

Tribunal resolvió por la vía sumaria otro caso laboral, pero en el 

sector público. López v. Miranda, 166 D.P.R. 546 (2005).  Por 

tanto, aunque el Tribunal Supremo requiere cautela al evaluar una 

petición de solución sumaria de un litigio, su uso no está vedado 

en casos laborales. 

Ahora bien, el uso de este mecanismo debe ser uno 

mesurado.  Al respecto, nuestro más alto foro ha señalado que el 

principio rector debe ser el sabio discernimiento del juzgador. Cruz 

v. Sánchez¸ 172 DPR 562 (2007).  De existir duda en la mente del 

juzgador, en cuanto a la existencia de una controversia sobre 

algún hecho sustancial, la misma debe resolverse en contra de la 

parte que solicita la sentencia sumaria. Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc. y Otros, supra; Jusino et als. v. Walgreens, supra, pág 

579; Audiovisual Lang. v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 DPR 563, 577 

(1997).  De esta manera, se garantiza a la parte promovida el 

derecho a un juicio en su fondo, principio elemental del debido 

proceso de ley.  Jusino et als. v. Walgreens, supra, pág. 578; Roig 

Com. Bank v. Rosario Cirino, 126 DPR 613, 617 (1990).  No 

obstante, cualquier duda no es suficiente para derrotar una 

Solicitud de Sentencia Sumaria. Ramos Pérez v. Univisión, supra, 

págs. 213-214.  La duda debe ser de naturaleza tal que permita 

“concluir que existe una controversia real y sustancial sobre 

hechos relevantes y pertinentes”. (Énfasis nuestro) Íd.  Un hecho 

material es aquel que puede afectar el resultado de la reclamación 

de acuerdo al derecho sustantivo aplicable. Meléndez González v. 

M. Cuebas, Inc. y Otros, supra, Ramos Pérez v. Univisión, supra, 
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pág. 213, citando a J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, San Juan, Pubs. J.T.S., 2000, T. I, pág. 609. 

III. 

El TPI determinó que no había controversia sobre el hecho 

de que los Querellantes habían solicitado empleo, semanas antes 

de que finalizara el Contrato de seguridad, a la compañía de 

seguridad que sustituiría a Ranger en Plaza Caribe (“St James”) y 

que, en efecto, fueron contratados y comenzaron a brindar sus 

servicios a St James al día siguiente de finalizado el Contrato.  

Ante ello, concluimos que actuó correctamente el TPI al denegar 

por la vía sumaria las reclamaciones de referencia, pues, ante este 

hecho, quedó establecido que los Querellantes no fueron 

despedidos.   

Adviértase que la sentencia sumaria procede "aunque se 

hayan alegado hechos que aparenten estar en controversia”, 

cuando se ha demostrado que, en el fondo, no existe controversia 

sobre los hechos medulares a la luz del derecho aplicable. 

Piovanetti v. S.L.G. Touma, S.L.G. Tirado, 178 DPR 745 (2010); 

Jusino et als. v. Walgreens, supra, pág. 577.  Asimismo, cualquier 

duda no es suficiente para derrotar una Solicitud de Sentencia 

Sumaria.  La duda debe ser de naturaleza tal que permita “concluir 

que existe una controversia real y sustancial sobre hechos 

relevantes y pertinentes”. Ramos Pérez v. Univisión, supra, a las 

págs. 213-214 (Énfasis nuestro). 

En efecto, la ley 80 solo aplica a: (i) todo empleado de 

comercio, industria o cualquier otro negocio o sitio de empleo; (ii) 

que trabaje mediante remuneración de alguna clase; (iii) 

contratado sin tiempo determinado; (iv) y que haya sido despedido 

de su cargo sin justa causa. 29 LPRA sec. 185a; Romero et als. v. 

Cabrer Roig et als., supra.  En casos laborales donde, como aquí, 

se alega despido injustificado, le corresponde al reclamante 
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demostrar que fue despedido. Rivera Figueroa v. The Fuller Brush 

Co., supra, pág, 907.  

Como señalamos arriba, el récord ante el TPI demostró que 

no había controversia sobre el hecho de que no hubo despido, pues 

fueron los Querellantes los que optaron por renunciar al trabajo 

que tenían con el Patrono y, en vez, solicitar y obtener empleo con 

St James, para así continuar trabajando como guardias de 

seguridad en Plaza Caribe.  Es un hecho incontrovertido que los 

Querellantes solicitaron empleo a St James mientras aún 

trabajaban con Ranger, al menos 2 a 3 semanas antes de finalizar 

el Contrato, y que comenzaron sus funciones con St James al día 

siguiente de culminado el Contrato.  

Los Querellantes insisten en que Ranger les exigió la 

devolución del uniforme y que no le hizo ofrecimiento de 

relocalización al momento de la culminación del Contrato.  No 

obstante, aun de ser ello cierto, no se configuraría controversia 

sobre el hecho de que no hubo despido, pues estas acciones de 

Ranger son compatibles con el hecho de que los Querellantes ya 

habían renunciado.  

Así pues, actuó correctamente el TPI al concluir que los 

Querellantes renunciaron voluntariamente a sus puestos con 

Ranger, optando, en vez, por permanecer trabajando en Plaza 

Caribe, pero con un nuevo patrono, por lo cual no hubo despido, 

elemento básico de la causa de acción por despido injustificado 

bajo la Ley 80, supra. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

sentencia apelada. 

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

                                             Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


